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1. Responsabilidad social e histórica con la educación 

Hay un par de hechos indubitables: los procesos y sistemas educativos tienden a 
acoplarse a modelos socio-políticos dominantes en las sociedades y, en tal sentido, 
desempeñan un papel de reforzamiento de las condiciones civilizatorias en las que 
existen; pero también es verdad que las ideas, las doctrinas y las teorías que inspiran las 
rebeldías y las transformaciones frente a los modelos societarios establecidos surgen 
casi siempre de individuos y grupos que han sido formados intensivamente en los 
circuitos educativos. Por todo ello, se puede afirmar que así como la escuela mantiene y 
refuerza los modelos sociales, también los cuestiona, socava y reconstruye.  

Pero del análisis de los roles de la institución escuela debemos pasar al análisis del 
papel que jugamos los educadores. Porque somos las personas las que hacemos la 
historia o las que intentamos sustraernos a ella. El Proyecto Educativo Común (PEC) al 
respecto es tajante: “Los educadores no podemos aislarnos en nuestras instituciones y 
sustraernos a las responsabilidades sociales y de construcción de la historia”. 

No se asume, pues, la responsabilidad social e histórica con el mero cumplimiento por 
parte de cada quien de las obligaciones de trabajo que posee en su propia institución, 
con una postura endogenista o parroquialista. Dice el PEC que “Estamos conscientes de 
la rica tradición pedagógica que nos fue confiada y nos sentimos responsables de 
ofrecerla a este mundo”. Un educador de espíritu ignaciano no puede, insistimos, 
conformarse con realizar muy bien sus tareas educativas intramuros. Por definición, si es 
ignaciano, debe buscar compartir sus experiencias pedagógicas con los otros, con los 
distintos y diversos e, incluso, con los distantes y opuestos.  

Nada más lejano a nuestro espíritu, propósito y razón de ser, tal como se plantea en el 
PEC, al definir nuestra misión educativa, que considerar a nuestras instituciones 
educativas como el espacio cerrado donde nos concentramos y agotamos nuestras 
energías para formar integralmente a las personas. 

Hay que cambiar la mentalidad que supone que la participación y la influencia en la vida 
social las deben desarrollar las sucesivas cohortes de egresados de nuestras 
instituciones y no los educadores, seglares y religiosos, que en ellas laboramos. Con 
cierta frecuencia, educadores de nuestros centros a lo que aspiran de su relación con el 
entorno es a que “los dejen trabajar en paz”.  
 
Este enfoque debe ser revisado. No es pertinente creer que nuestros alumnos, una vez 
egresados, se comprometerán intensamente para intervenir en la vida pública de la 
sociedad si nosotros, los educadores, no les damos el ejemplo de nuestro propio 
compromiso. Así lo pide explícitamente nuestra misión, al señalar que nuestras 
instituciones, nuestros educadores y nuestras comunidades educativas estén 
comprometidas “a participar significativamente en la definición de las políticas y prácticas 
de la educación pública, tanto de gestión estatal como privada”. 
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2. El compromiso con la educación pública 

Debemos modificar concepciones equivocadamente dicotómicas, fuertemente arraigadas 
en unos y otros. No existe una educación pública distinta u opuesta a la privada. Toda 
educación es un servicio público. Y es servicio público porque es imprescindible para la 
vida de todos los integrantes de una sociedad, sobre todo si ésta se define como 
republicana o democrática.  
 
La relación es bidireccional: la educación para todos es un producto característico de 
toda democracia y es, a la vez, productora indefectible, si forma ciudadanos, de 
democracia. La educación, toda educación, per se es un servicio público porque 
mediante ella se produce la socialización republicana de los ciudadanos. Todos los 
miembros de la sociedad tienen el derecho de recibirla y todos tienen el deber de 
promoverla. 
 
Desde luego que lo público en educación no es sinónimo de lo gubernamental. Y 
tampoco debe ser visto como antónimo de lo privado. Porque así como pueden existir 
empresas gubernamentales y privadas para distribuir a la población bienes públicos tan 
fundamentales como la electricidad y el agua, también existen instituciones educativas 
gubernamentales y privadas para ofrecer a la población un servicio público tan 
indispensable como la educación.  
 
Y precisamente por ser prestadoras de un servicio público, tanto las instituciones de 
gestión gubernamental o estatal como las privadas están reguladas por principios y 
normas comunes, de rango constitucional, legal, reglamentario y administrativo.  
 
Las preguntas que debemos hacernos giran sobre cuán real ha sido nuestro compromiso 
de “participar significativamente en la definición” de las políticas públicas en educación y 
en “el perfeccionamiento” de las prácticas educativas en las instituciones 
gubernamentales y privadas. 
 
Tenemos que buscar indicadores para evaluar la consistencia de nuestro compromiso. 
Por ejemplo, ¿en cuántas de las reformas educativas que se han desarrollado en nuestro 
continente hemos sido actores significativos? ¿Cómo hemos influido en las discusiones 
de las leyes educativas de nuestros países? En los debates educativos que de tanto en 
tanto se dan en nuestros países, ¿qué aportes hemos hecho? ¿Somos proactivos o 
reactivos en materia de definición de políticas y de elaboración de normas relativas a la 
educación? Y, una vez definidas tales políticas y leyes, ¿cómo hemos participado en su 
implementación y evaluación crítica?. 
 
También, más allá de lo conceptual y normativo, ¿qué hacemos para poner en 
conocimiento de los educadores de las instituciones gubernamentales y privadas de 
algunas de nuestras prácticas y experiencia pedagógicas que pudiesen serles útiles? 
 

 
3. La toma de conciencia sobre el potencial de nuestras instituciones para influir 
en las políticas públicas 

El PEC apunta certeramente a la necesidad que tomemos “conciencia de los niveles de 
influencia que pueden tener nuestras instituciones” en la formulación de políticas 
públicas. 
 
Realizar esta reflexión es prioritario porque por una serie de razones históricas, con los 
rasgos propios de cada país, caímos durante las décadas finales del siglo XX, hasta 
cierto punto, en una suerte de aislacionismo conformista con respecto a nuestra 
capacidad de influir en las políticas públicas en educación. Este retraimiento, basado en 
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una autosubestimación de nuestras capacidades, tiene explicación histórica.  

Durante varios siglos, en los tiempos en que la educación formal estaba reservada a las 
élites, nuestros colegios y universidades tuvieron el alto peso específico que 
representaba nuestro exitoso modelo pedagógico y, a la vez, esos grupos de las élites a 
los que formábamos marcaban su huella en la conducción de los asuntos públicos. Esa 
larga época no estuvo exenta de contradicciones. Porque la importancia socio-política de 
nuestras instituciones incluso provocó que fuesen clausuradas o erradicadas en función 
de los celos o intereses de monarcas, caudillos y dirigentes políticos. 
 
Ya en las primeras décadas del siglo XX, con el ensayo de los modelos democráticos 
liberales, el surgimiento de las clases medias y el surgimiento de las agrupaciones 
políticas contemporáneas, marxistas, socialdemócratas y democristianas, los planteles 
secundarios y universitarios de la Compañía representaron un nítido circuito de 
formación de élites profesionales y políticas. Así lo valoraban propios y extraños y nadie 
ponía en duda la importancia de nuestros espacios educativos. 
 
Pero al ampliarse los sistemas educativos en la segunda mitad del siglo XX, al advenir la 
“educación de masas” y al imponerse las tesis estatistas y laicistas en este campo, 
objetivamente se redujo la importancia política de nuestros centros educativos. ¿Significa 
eso que nuestros aportes para la educación pasaron a ser insignificantes? Creer esto 
último implicaría caer en una inadecuada infravaloración propia.  
 
Porque por supuesto que existe una gradación en nuestro potencial de influencia, según 
sea el país o el área educativa que se considere. Pero, continentalmente hablando, 
¿cómo desestimar el peso de nuestras 29 universidades, del millar de centros de Fe y 
Alegría, de nuestros noventa y seis colegios, de nuestro modelo de educación 
radiofónica, de las 16 escuelas de nivel superior para formar educadores, para citar tan 
sólo algunas de nuestras evidentes fortalezas?  
 
Pero no se trata sólo de cantidades o volúmenes de instituciones o alumnos sino de las 
múltiples experiencias y ensayos destinados a mejorar la calidad de nuestra educación. 
Ese aporte cualitativo es muy importante pues una vez que la gran mayoría de nuestros 
países traspasó el umbral de una educación de masas, también detectó un descenso de 
la calidad de la formación impartida. 
 
Tenemos clara convicción en el siglo XXI que mejorar sustancialmente la calidad de la 
educación del pueblo es requisito sine qua non para hacer consistente la 
democratización educativa. Porque si a los pobres se les entrega una pobre educación, 
la democratización educativa deviene en falacia. En este terreno tenemos mucho que 
aportar si, haciendo sinergia, somos capaces de recoger y sistematizar nuestras propias 
positivas experiencias e innovaciones, hoy por hoy dispersas e ignotas por aquí y por 
allá, para poder ofrecerlas a los gobiernos y, directamente, a instituciones pares, a redes 
institucionales, a circuitos académicos de investigación, a comunidades de base. 
 
No se resuelve el compromiso de participar en procesos de formulación y ejecución de 
políticas públicas para mejorar nuestros sistemas educativos con las iniciativas de 
individualidades brillantes de nuestras instituciones, que se han ganado sitiales de 
liderazgo en sus respectivos países. Estos casos existen y son bienvenidos, pero 
debemos mirarlos no para justificar la inacción de los demás sino como el mejor estímulo 
para que, colectivamente, nos comprometamos con unas estrategias y actividades que 
trasciendan nuestras fronteras y rutinas. Se trata, tal como se indica en los lineamientos 
sobre diseño organizacional y gestión eficaz del PEC, de superar el “aislamiento” en la 
gestión institucional y “los modos domésticos y personalistas de gobierno”.  
 
Una precisa demostración de que se afianza entre nosotros una nueva o mejor 
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conciencia sobre nuestro compromiso público sería el que, periódica y masivamente, 
reflexionemos sobre las políticas y prácticas educativas del país donde vivimos; sobre 
aquellos aportes que podamos hacer para mejorarlas y, para no quedarnos en la mera 
contemplación, sobre los medios e iniciativas a desplegar para hacer llegar nuestras 
visiones y nuestras experiencias a los espacios y actores a quienes les puedan ser útiles. 

 

4. Medios y recursos para influir en las políticas públicas 

En el PEC se señalan, como medios concretos para que nuestros educadores e 
instituciones influyan en las políticas públicas, por un lado, “la participación” de los 
educadores “en asociaciones, movimientos sociales y otros foros de importancia política 
efectiva” y, por el otro, “el fortalecimiento de acciones conjuntas entre las instituciones 
para hacerse presentes en las instancias de tomas de decisión”. 

Queda claro de estas formulaciones que no basta con que nuestros centros educativos 
formen parte de asociaciones eclesiales del ramo. Ello es positivo pero no suficiente. Hay 
que buscar, además, espacios de concertación, sinergias y alianzas con grupos e 
instituciones del sector gubernamental. Acostumbrados a la vinculación con los afines, 
hay que aprender a internarse también en el “mundo ancho y ajeno” de los distintos.  
 
De tal tesis surgen las preguntas concretas: ¿en qué gremios magisteriales participan 
nuestros educadores? ¿En qué alianzas institucionales participan nuestros centros? Pero 
puede ocurrir que no parezca útil participar en agrupamientos o gremios tradicionales o 
anquilosados. En ese caso, valga la pregunta de si se tiene algún plan para ir creando, 
junto con personas e instituciones afines, nuevos espacios y circuitos alternativos de 
organización.  
 
Creemos que hay dos indicadores de la dirección adecuada que no es otra, en el fondo, 
que la del bíblico intentar ser levadura en la masa. El primero, el volumen de nuestros 
educadores que participe en movimiento colectivos más allá de nuestros clásicos 
linderos institucionales y confesionales. El segundo, el reconocimiento social de que 
tales personas, al participar en movimientos heterogéneos, son portadores de una 
“marca de fábrica”, de un sello, de una identidad, de una visión, de un estilo, son, en 
suma, educadores ignacianos.  
 
Fuerte identidad y apertura a la participación con “los otros”, insistimos, son la 
contraseña de que no se vive en un ghetto y se interactúa con las corrientes y tendencias 
que existen en una sociedad. Debemos hacerlo porque lo evangélico es ofrecer lo que se 
tiene. Y también evangélica es la realista humildad de quienes saben, al interactuar con 
los diferentes, aprender de sus problemas, sus sentires, sus aciertos y sus errores.  
 
Para esto último es necesario, tal como se señala en los criterios del PEC sobre el nuevo 
diseño organizacional, que así como nuestras instituciones deben “comprenderse y 
estructurarse como organizaciones que aprenden”, también debemos tener los 
educadores, los docentes, la conciencia de que somos discentes, que estamos en un 
interminable aprendizaje. 

 

5. Romper cualquier posible maniqueísmo hacia los medios de comunicación 

En el PEC se plantea que una “forma prioritaria para ejercer impacto en la sociedad y en 
las políticas públicas” debe ser “la presencia significativa en los medios de comunicación 
social”. 

Esto implica, ciertamente, cambiar la sensibilidad y los enfoques a partir de los cuales 
tendemos a marginarnos del esfuerzo de buscar una participación significativa en los 
medios de significación. Incluso, entre nosotros, algunos a veces señalan que son 



5 

 

sospechosos de estar aquejados de vedetismo quienes se aventuran a abrirse espacios 
en la comunicación masiva. 
 
En realidad, si se quiere sintonizar con los tiempos y con nuestra misión, es 
indispensable y prioritario buscar difundir nuestras concepciones, nuestros aportes y 
nuestras críticas y denuncias, de manera permanente, a través de los medios de 
comunicación de masas. En este terreno, lo reiteramos al igual que en otros campos, 
hace falta que muchos más que unas cuantas individualidades pioneras nos abramos 
paso en esos complejos escenarios tecnológicos.  
 
Porque estamos acostumbrados a ser educadores presenciales, según el modelo “cara a 
cara” del educador que comparte, por ejemplo, muchas horas a lo largo de un curso con 
una cincuentena de personas en un aula de clase. Tal práctica educativa no la vamos a 
abandonar pero, si queremos influenciar el pensamiento colectivo y terciar en los asuntos 
públicos, será inevitable ampliar la escala de nuestras audiencias.  
 
La gradación es más o menos así: para comunicarme con cincuenta personas en un aula 
lo hago a viva voz; si debo hablarle a quinientas personas, usaré un megáfono; si quiero 
llegarle a cinco mil personas debo utilizar un micrófono y unos amplificadores de sonido; 
pero si escribo regularmente en un periódico de circulación nacional, probablemente me 
leerán unas cincuenta mil personas; finalmente, si pretendo comunicarme con quinientas 
mil personas, deberé recurrir a participar en un programa de televisión de cobertura 
nacional. 
 
Las positivas experiencias individuales e institucionales que tenemos, por ejemplo, en el 
campo de la educación radiofónica, nos deben servir de efecto demostración para 
nuevas y definitivas incursiones, sin maniqueísmos de ningún tipo, en ese hasta ahora 
otro lejano mundo de las tecnologías de información y comunicación (TIC). 
 
Ese desatinado y anacrónico enfoque maniqueo que contrapone polarmente a la escuela 
con los medios de comunicación se ha expresado en lugares comunes, tan difundidos 
como aquel que dice, por ejemplo, que la televisión destruye por la noche lo que los 
educadores construimos en el día. 
 
Si alimentásemos visiones peyorativas sobre los medios de comunicación social y sobre 
los TIC, estaríamos a contracorriente del nuevo universo cultural en el que existimos, 
más allá de si nos percatamos o no de ello. En ese universo, los medios no sustituyen a 
la escuela pero sí desafían, como indicó Martín Barbero, “su pretensión de seguir siendo 
el único espacio legítimo de organización y transmisión de los saberes”.  
 
Vivimos en otra cultura. Hay otras maneras y vías de percibir, de conocer, de interactuar 
con los demás. Reflexionemos, por ejemplo, sobre lo que significa que un solo aparato 
personalizado, el ordenador, sustituya y condense múltiples funciones y actividades que 
realizábamos mediante varios instrumentos, espacios y personas. Se puede oír música y 
ver películas y fotos en el ordenador; mediante el “chateo” desaparecen cartas y 
carteros; la prensa se puede consultar allí también; y no hace falta acudir a muchas 
bibliotecas para tener acceso a diversos y buenos libros… 
 
De manera que, de ahora en adelante, en la escuela, además de enseñar a leer, habrá 
que enseñar “a ver”, a “chatear”, a navegar por Internet. No caben, pues, elegías por el 
mundo perdido. El nuevo lo envuelve todo. Como explica Antonio Pascuali, apenas 
dentro de un lustro saldrán al mercado memorias de petabytes que permitirán almacenar 
apenas en un rincón de nuestros discos duros “todo lo que la humanidad escribió en 
todos los tiempos e idiomas”. 
 
Pero precisamente porque todos estamos ya “flotando” en océanos de información que 
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están al alcance de nuestros dedos, precisamente por eso, para no “ahogarnos” sin 
remedio en tales tsunamis de información y de teorías y doctrinas, la educación escolar 
formal sigue y seguirá teniendo el rol insustituible de enseñar a pensar, o sea, a analizar, 
a discriminar, a comparar, a criticar, a dudar, a sistematizar, a evaluar, a sintetizar. 

Esa nueva actitud, esas “nuevas formas de pensar y aprender” que conforman otra de 
las líneas básicas del PEC deben, pues, ser la plataforma a partir de la cual troquemos 
nuestra aún débil presencia en los medios de comunicación social por una inserción 
significativa que contribuya, por una parte, con la formación de muchos que no forman 
parte de nuestros centros educativos. Por la otra, tal inserción nos permitirá influir 
democráticamente en los debates públicos sobre la educación. 

 

6. Los cuestionamientos a las ideologías, los modelos y los hechos que niegan los 
derechos humanos, quebrantan la convivencia pacífica y deshumanizan 

En el PEC se llama a tomar postura pública frente a hechos de violencia social, 
asumiendo “la defensa de los derechos humanos y de la paz para nuestras sociedades”. 
Y, más allá de lo puntual o coyuntural, se invita a realizar “gestos proféticos de anuncio y 
denuncia que puedan cuestionar al sistema vigente”. 

Lo significativo es que este deber ser no se aplica sólo a quienes, desde instituciones de 
la Compañía de Jesús, desempeñan tareas en el ámbito socio-político. También es el 
comportamiento esperado de quienes laboramos en el campo educativo, puesto que 
todo proceso o modelo educativo tiene finalidades que trascienden al importante pero 
limitado desarrollo personal. Así, en el propio PEC se indica que: “Los procesos 
educativos son personalizados y apuntan a la formación y capacitación para el trabajo, 
para la convivencia democrática, para impulsar el cambio y el desarrollo social y para la 
formación ética y religiosa”. 
 
Por eso es indispensable interpretar el mandato del “cuestionamiento al sistema vigente” 
desde la caracterización del contexto latinoamericano que hace el mismo PEC. En el 
perfil que se delinea de éste, se alude a “La hegemonía del sistema neoliberal y el 
imperio del mercado, que orienta casi exclusivamente, incluso a la educación, hacia la 
rentabilidad, la eficacia, la ganancia y el consumismo”. 
 
Pero también resulta necesario conjugar ese diagnóstico general del PEC sobre el 
contexto latinoamericano –en modificación, por cierto, debido a las nuevas tendencias 
políticas- con las afirmaciones que hace sobre los valores que queremos promover. En 
esto último hay claridad meridiana en nuestra posición: nuestras instituciones deben 
promover “un pensamiento alternativo”, signado por unos valores que se opongan “a las 
corrientes e ideologías que deshumanizan, marginan en la pobreza a las mayorías, 
fomentan el secularismo radical y alienan mediante la lógica del mercado y del 
consumismo”. 
 
A esta tajante toma de posición, convendría añadirle un matiz, que la haría omnivalente. 
Habría que indicar que la alienación, el secularismo radical, las exclusiones y la 
deshumanización históricamente no las han generado tan sólo la lógica del mercado 
liberal y del consumismo, sino también la del estatismo y del colectivismo. 
 
Es verdad que América Latina, particularmente en las décadas de los ochenta y noventa 
del siglo pasado, padeció de forma muy generalizada la aplicación draconiana del 
recetario del liberalismo de mercado, a través de la tutoría del Fondo Monetario 
Internacional y bajo el paraguas del llamado “consenso de Washington”. Pero también es 
verdad que en la región, desde comienzos de este nuevo siglo, se aprecia con nitidez lo 
que aparenta ser el inicio de un movimiento pendular hacia la tendencia opuesta. 
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Resulta, por una parte, obvio que las hegemonías que mantuvieron formaciones políticas 
en Latinoamérica durante casi todo el siglo XX, al estilo del APRA peruano, de la AD 
venezolana, del PRI mexicano, por ejemplo, han llegado a su fin. En los años noventa 
retaron esa hegemonía inesperados actores emergentes, defensores por cierto de un 
modelo liberal, al estilo de Fujimori, Collor de Mello y Vicente Fox. 
 
Luego, ya entrado este nuevo siglo, podemos apreciar una recomposición en cuanto a 
las tendencias ideológico-políticas dominantes en América Latina. Surgen con fuerza 
antiguas y nuevas agrupaciones y liderazgos de izquierda, movimientos populistas e 
indigenistas. Frente al otrora avasallante discurso neoliberal surge otro que revindica la 
inclusión de los desposeídos, la primacía de lo social sobre lo económico, el 
antiimperialismo, el nacionalismo, pero también un mayor estatismo, la recentralización y 
hasta neomilitarismos y caudillismos. 
 
No citaremos países, pero ciertamente es inédito en nuestra historia latinoamericana 
que, para comienzos del 2006, al menos siete países de la región tienen gobiernos 
dirigidos por líderes izquierdistas, desde luego que con muy diversos matices. Y al 
finalizar el año, es posible que ese número llegue hasta una decena. He aquí un signo de 
los nuevos tiempos políticos. 

¿Cómo repercutirían en la educación los distintos modelos políticos? Podemos delinear 
las dos tipologías extremas, en el entendido de que rara vez éstas se dan en estilo puro 
siendo más bien lo normal la existencia de modelos incompletos y también híbridos. 
 
Por una parte, si el mercado y la libertad se asumen como ejes básicos del modelo 
político, el sistema educativo estará signado por la privatización de los servicios, la 
búsqueda de la competitividad y la eficiencia, el énfasis en la meritocracia, la tendencia a 
la descentralización, la selectividad darwiniana, el paradigma individualista, entre otros 
rasgos.  
 
En cambio, si se asume al Estado y la igualación social como fundamentos del modelo, 
el respectivo sistema educativo se regirá por los criterios del Estado docente, el 
centralismo, la inclusión social como prioridad, el populismo académico, el control para la 
homogeneización, el paradigma de la cooperación y el colectivismo, entre otros rasgos.  
 
Tocará, en cada caso, en cada país, ir evaluando, con rigor y sin prejuicios, los 
fundamentos doctrinales, los modelos teóricos, las políticas educativas, las capacidades 
gerenciales y los hechos reales que definan y expliciten el modelo educativo que se vaya 
plasmando. 
 
No deberíamos caer en el maniqueísmo o en posturas emocionales. Tampoco juzgar los 
nuevos tiempos con categorías anacrónicas. En cada caso convendrá mantener la 
autonomía de juicio; la propia identidad (centrada en el respeto a los derechos y la 
autonomía de cada persona, la búsqueda de la justicia social, el cultivo de la excelencia 
y el sentido ético y trascendente de la existencia); la cooperación con las políticas 
gubernamentales cuando ellas concuerden o no sean contrarias a nuestros valores; la 
crítica responsable de esas políticas cuando tiendan a deshumanizar o alienar a las 
personas, sea porque extremen la lógica del mercado y del individualismo, o la del 
Estado y del colectivismo. 

 

7. Algunos elementos de nuestra opción educativa, como parámetros para fijar 
posición ante políticas gubernamentales 

Para evaluar el propósito y sentido de nuestras actuaciones, sea para promover políticas 
educativas de cambio, sea para apoyar líneas de acción ya existentes, sea para 
oponernos a definiciones y hechos, debemos partir de nuestro propio perfil.  
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No pretenderemos agotar los rasgos del perfil de esa educación que buscamos, pero sí 
vale la pena enunciar y describir someramente algunos de ellos, a saber:  

 La prioridad educativa debe ser atender a todos, desde el maternal hasta la 
educación media y técnica al menos, con énfasis en la atención a los más 
pobres. Una educación de calidad para todos es la base del desarrollo sostenible 
y de la democracia social y política.  

 No basta luchar por el incremento de la inversión educativa, tanto gubernamental 
como privada, para que los sistemas educativos se puedan expandir en cantidad 
y crecer en calidad. Se requiere instaurar la cultura de la eficiencia en la gestión 
y en el uso de los recursos.  

 Hay que impedir también que, a la hora de las inversiones educativas, los 
sectores con mayor capacidad de presión política se queden con la mayor parte. 
No basta con una mayor inversión, se necesita hacerla con sentido de equidad. 

 La educación debe contribuir con el desarrollo personal autónomo y con el 
fortalecimiento del sentido de solidaridad social. La pedagogía debe ser social: 
formar hombres y mujeres “para los demás” y “con los demás”. 

 So pena de ser incongruentes, las comunidades educativas deberán 
transparentar en su dinámica los rasgos de la nueva sociedad que queremos 
construir: solidaria, justa, pacífica, tolerante, libre y participativa.  

 Los docentes deben ser tratados, moral y económicamente, como la profesión 
más importante de la sociedad. Deben ser formados con excelencia para que 
actúen con idoneidad, autonomía profesional, espíritu de innovación y sentido 
ético. Mediante una renovación cultural y gerencial se debe generalizar la 
evaluación permanente de su desempeño.  

 Para garantizar que los procesos y sistemas educativos se orienten por los 
criterios de equidad, eficiencia y pertinencia, se deben establecer la permanente 
evaluación de los procesos y la rendición de cuentas. 

 Para procurar la pertinencia social de la educación y el mejoramiento de su 
calidad, se requiere que en los sistemas educativos se estimule la creatividad, la 
experimentación, los ensayos pedagógicos. 

 La homogeneización y el control excesivo al que suelen aspirar algunas 
burocracias gubernamentales conspiran contra esa necesaria libertad 
pedagógica.  

 Hay que superar los anacrónicos extremismos de la estatización o la 
privatización de la educación. El Estado tiene un papel fundamental como 
director de orquesta de la educación, pues la regula y supervisa para todos y 
también la imparte directamente a muchos. Pero ello no implica que sea 
aceptable su actuación como solista que algunos pretenden, mediante la 
eliminación o el maltrato de las personas naturales o jurídicas de la sociedad que 
desean trabajar en educación.  

 Bajo el signo del “publicismo”, del concepto angular de la educación como 
servicio público de primordial interés para todos y con el criterio de la 
corresponsabilidad frente a él por parte de las familias, la sociedad y el Estado, 
deberíamos avanzar hacia novedosas formas de interrelación y participación de 
todos los actores en materia educativa. 
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8. Para alcanzar los objetivos, debemos evitar caminar por las rutas del 
mesianismo, de la paranoia o de la minusvaloración conformista 

Para cumplir nuestra misión no necesitamos tratar de controlar los focos de tomas de 
decisión en el Estado a fin de imponer nuestros enfoques. Ello implicaría estar imbuidos 
de mesianismo. 

Tampoco sería adecuado mantener posturas reactivas, cargadas de prejuicios y 
temores, ante políticas públicas que no compartamos. Ello sería incurrir en paranoia.  
Debemos, por otra parte, si acaso estuviésemos de alguna manera en tal postura, 
abandonar cualquier estilo timorato y conformista en nuestra relación con los actores y 
políticas públicas.  

Identidad. Compromiso. Espíritu abierto de participación, para dar y recibir, deben ser los 
signos de los educadores ignacianos.  

9. Líneas de acción 

 Tener actitudes proactivas de participación en materia de políticas públicas en 
educación. 
Difundir sistemáticamente ante la sociedad nuestras experiencias y ensayos 
pedagógicos que consideremos exitosos. 

 Reflexionar de manera colectiva y periódica en cada uno de nuestros centros 
sobre los principales asuntos educativos del país. 

 Promover la participación de nuestros centros y educadores en los espacios 
institucionales y gremiales de cada uno de nuestros países.  

 Establecer circuitos de permanente comunicación y cooperación entre nuestras 
propias instituciones de cada país y regionalmente. 

 Estimular la participación de nuestros educadores en los medios masivos de 
comunicación. 

 Mantener la disposición a colaborar con los gobiernos en aquellas políticas que 
nos parezcan acertadas y cuestionar las que juzguemos inaceptables. 

 Realizar esfuerzos especiales porque nuestras comunidades educativas se 
constituyan en ejemplos de participación, tolerancia e innovaciones pedagógicas. 

 Promover, en nuestros centros y ante el país, la renovación de los procesos 
formativos de los educadores y el mayor respeto por su actividad profesional. 

 Mantener constantemente una política de evaluación de los procesos educativos 
en los que trabajamos y los logros concretos obtenidos. 

 

 

 


